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SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

 

CONSTITUCIONALIDAD DECRETO N° 2.452 ESTADO DE EXCEPCIÓN 

Y EMERGENCIA ECONÓMICA EN TODO EL TERRITORIO 

NACIONAL 

En fecha 21 de septiembre de 2016, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia conjunta expediente número 16-0897, dictó sentencia en la que declaró la  

constitucionalidad del Decreto N° 2.452 remitido, mediante el cual se decreta el Estado de 

Excepción y Emergencia Económica en todo el Territorio Nacional, dadas las circunstancias 

extraordinarias en el ámbito social, económico y político, que afectan el orden constitucional, la 

paz social, la seguridad de la Nación, las instituciones públicas y a los ciudadanos y ciudadanas 

habitantes de la República, a fin de que el Ejecutivo Nacional adopte las medidas urgentes, 

contundentes, excepcionales y necesarias, para asegurar a la población el disfrute pleno de sus 

derechos, preservar el orden interno, el acceso oportuno a bienes, servicios, alimentos, medicinas 

y otros productos esenciales para la vida, publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela n.° 6.256 Extraordinario del 13 de septiembre de 2016, conforme al 

artículo 339 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; el cual fue dictado en 

cumplimiento de los parámetros que prevé el Texto Constitucional, la Ley Orgánica sobre Estados 

de Excepción y demás instrumentos jurídicos aplicables, preservando los Derechos Humanos y en 

protección del Texto Fundamental, el Estado, sus Instituciones y el Pueblo, razón por la que 

se declara que el mismo entró en vigencia desde que fue dictado y que su legitimidad, validez, 

vigencia y eficacia jurídico-constitucional se mantiene incólume conforme a lo previsto en la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; así como declaró nulo, inexistente e 

ineficaz el acuerdo en rechazo al decreto de estado de excepción y emergencia económica, 

adoptado por la Asamblea Nacional en sesión ordinaria del 20 de septiembre, y, reitera lo 

declarado por esta Sala en la sentencia N° 808 del 02 de septiembre de 2016, en la que, entre 

otros pronunciamientos, se declaró “queresultan manifiestamente inconstitucionales y, por ende, 
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absolutamente nulos y carentes de toda vigencia y eficacia jurídica, los actos emanados de la 

Asamblea Nacional, incluyendo las leyes que sean sancionadas, mientras se mantenga el 

desacato a la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia”. 

La Sala estableció: 

(…) 

Así pues, observa esta Sala Constitucional que el Decreto mediante el cual se declara 

el estado de excepción y de la emergencia económica en todo el Territorio Nacional, 

atiende de forma prioritaria aspectos de índole económico, político y social, 

especialmente a lo concerniente a la producción, distribución y abastecimiento de 

alimentos, medicinas, y demás bienes y servicios indispensables para la vida digna y 

cotidiana del pueblo venezolano que actualmente se encuentran afectadas 

gravemente, y que no solo ocurren en Venezuela, sino, además en el contexto 

económico latinoamericano y global actual, por lo cual resulta proporcional, 

pertinente, útil y necesario para el ejercicio y desarrollo integral del derecho 

constitucional a la protección económica, social y de seguridad de la Nación, por 

parte del Estado, ineludibles para la construcción de una sociedad justa y amante de 

la paz, así como para la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo, aplicar 

estas medidas excepcionales. 

El artículo 4 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción, establece exigencias de 

justificación o razonabilidad de las medidas dispuestas para resolver la situación de 

hecho que afecta la seguridad de la Nación, de sus ciudadanos y sus instituciones. Al 

respecto, esta Sala Constitucional constata, luego del análisis conducente, que se 

verifican los extremos de necesidad, idoneidad y proporcionalidad de las medidas de 

excepción decretadas, las cuales se juzgan necesarias, adecuadas y proporcionales al 

restablecimiento de las condiciones socioeconómicas que permitan la estabilización 

del equilibrio económico-financiero del país. 

De allí que se estime ajustado al orden constitucional y, por ende procedente, que el 

Ejecutivo Nacional, con vista en las circunstancias presentadas en todo el territorio 

nacional, emplee las herramientas que la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela ha dispuesto, tal como lo manifiesta el Decreto, para asegurar a la 

población el disfrute pleno de sus derechos, preservar el orden interno, el acceso 

oportuno a bienes, servicios, alimentos, medicinas y otros productos esenciales para 

la vida. 

Ello así, se observa que el nuevo decreto objeto de examen de constitucionalidad, 

preserva y ratifica la plena vigencia de los derechos y garantías constitucionales 

previstos en el ordenamiento jurídico, desprendiéndose de ello la configuración de 

otro elemento en el examen de constitucionalidad, a favor de la plena adecuación a 

los preceptos y límites que se coligen del Texto Fundamental, a ser observados 
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cuando el Jefe del Estado ejercita las facultades de declaratoria de Estados de 

Excepción. 

El Decreto, asimismo, no implica restricción de aquellos derechos cuyas garantías no 

pueden ser limitadas por expreso mandato constitucional, a saber, las referidas a los 

derechos a la vida, prohibición de incomunicación o tortura, el derecho al debido 

proceso, el derecho a la información y los demás derechos humanos intangibles, tal 

como lo disponen los artículos 337 del Texto Fundamental y 7 de la Ley Orgánica 

sobre Estados de Excepción. 

Esta Sala considera acertado referir que la Constitución de la República Bolivariana 

de Venezuela, así como la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción, disponen de 

normas precisas en cuanto a la materia de deberes generales de la ciudadanía y, 

particularmente, bajo la vigencia de un estado de excepción decretado conforme al 

Texto Fundamental, destacando que toda persona natural o jurídica, de carácter 

público o privado, está obligada a cooperar con las autoridades competentes para la 

protección de personas, bienes y lugares (ver artículo 130 y siguientes del Texto 

Fundamental). 

En este sentido, se estima oportuno citar el criterio asentado en sentencia n.° 1158 

del 18 de agosto de 2014, en la que esta Sala realizó una interpretación de las normas 

constitucionales sobre el modelo de Estado Constitucional, la finalidad del mismo y 

su relación con el aspecto socioeconómico nacional: 

“En tal orden, resulta necesario hacer mención al modelo de Estado consagrado en 

la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual de manera clara e 

indubitable instituye a nuestro Estado como un „Estado democrático y social de 

Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento 

jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la 

solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y en general, la preeminencia 

de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político‟, como de manera expresa 

es indicado en el artículo 2 constitucional. 

En consecuencia de ello, el propio Texto Constitucional en su artículo 3, se encarga 

de señalar expresamente los propósitos últimos a los que debe estar orientada la 

actuación integral del Estado, estatuyendo que „El Estado tiene como fines 

esenciales la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, el 

ejercicio democrático de la voluntad popular, la construcción de una sociedad justa 

y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo y la 

garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y 

consagrados en esta Constitución… (omissis)‟ 

Partiendo de dicho marco conceptual y ontológico, la concepción del Estado Social 

Constitucional, comporta una verdadera reconfiguración y redimensionamiento del 

mismo, implicando una vinculación concreta y específica de todos y cada uno de los 

componentes y factores que en él existen, conllevando una relación normativa de 
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alto nivel por parte de la integralidad de sus componentes, al contenido y 

dimensiones de dicho modelo, lo que traerá como consecuencia, que la cláusula 

consagratoria de este modelo de Estado despliegue sus efectos jurídicos plenos, 

como parámetro hermenéutico tanto en la serie de postulados constitucionales y 

legales, es decir, en la exégesis del orden jurídico de nuestro país, y desde luego, en 

la configuración de políticas y acciones de los poderes públicos. 

Por ello, resulta incuestionable para esta Sala sostener que la consagración 

constitucional de la cláusula del Estado Social, contenida en el caso de nuestro país 

en el artículo 2 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 

comporta verdaderos efectos normativos y por ende, de necesaria y vinculante 

observación, con la significación y trascendencia que las normas constitucionales 

implican para el Estado, en todos y cada uno de sus componentes. 

De esta manera, el precepto constitucional en el que se consagra la forma de Estado 

Social determina el despliegue de sus efectos en el valor de la hermenéutica del 

ordenamiento jurídico, tal y como acertadamente lo postula el autor español Enrique 

Álvarez Conde, al enseñar que para que „los poderes públicos puedan desarrollar e 

interpretar adecuadamente aquellos preceptos constitucionales y de legislación 

ordinaria que son su desarrollo… --la cláusula del Estado Social- …viene a 

constituir el último criterio interpretativo, aparte de su propia eficacia jurídica, pues 

no hay que olvidar que, como norma jurídica, se convierte en un auténtico 

parámetro de constitucionalidad.‟ (Álvarez Conde, Enrique: „Curso de Derecho 

Constitucional‟. Volumen I. Editorial Tecnos. Madrid. 2003. Pág. 116). 

En razón de ello, el paradigma de Estado Social comporta un cambio en la manera 

en la que el Estado debe actuar y desenvolverse, tanto en su fuero interno como en el 

externo, lo cual desde luego, acarrea repercusiones de diversa índole en las 

relaciones del mismo con sus ciudadanos, estableciendo deberes de actuación estatal 

en los distintos órdenes de la vida social, para asegurar la procura existencial de los 

ciudadanos, en función de lo que el Estado asume la responsabilidad de intervenir 

de manera activa, precisamente para consolidar dicho objetivo, asumiendo para sí 

la gestión de determinadas prestaciones, actividades y servicios, así como también, 

haciéndose responsable y garante de las necesidades vitales requeridas por los 

ciudadanos para su existencia digna y armónica, lo cual, vale destacar, ha sido 

puesto de manifiesto por esta Sala Constitucional, expresado en decisiones 

trascendentales para la vida social de nuestro país, dentro de la que destaca la 

sentencia Nº 85 del 24 de enero de 2002, (ASODEVIPRILARA),‟ en la que se tuvo la 

oportunidad de indicar: 

omissis 

Es precisamente en ese orden, en el que este Tribunal Supremo de Justicia, actuando 

en Sala Constitucional, observa que una de las consecuencias fundamentales que la 

cláusula del Estado Social implica, en el desarrollo y ejercicio de las funciones del 
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Poder Público, se encuentra en la necesaria armonía que debe existir entre la 

concepción del Estado y la actividad llevada a cabo por la función legislativa y de 

desarrollo normativo. 

En efecto, según se ha tenido la oportunidad de señalar supra, la concepción de 

determinado Estado como social, implica un redimensionamiento de la conducta que 

el mismo debe asumir frente a las dinámicas sociales, a los efectos de sopesar las 

desigualdades presentes en toda sociedad, y garantizar de esta manera la 

satisfacción de las necesidades esenciales de los ciudadanos para alcanzar 

condiciones o estándares de vida digna. Por tales motivos, el Estado tendrá como 

una de sus principales herramientas, para materializar y asumir el rol que le impone 

su configuración, al conjunto de normas y textos legales que conforman su 

ordenamiento jurídico, los cuales se estructuran como implementos indispensables 

para acometer los fines de su esencia de contenido social. 

En este orden, la conformación de un Estado bajo una noción social, requiere 

necesariamente que el entramado normativo que define su ordenamiento jurídico, 

lleve a cabo una regulación que comporte un desarrollo sistemático y progresivo de 

las diversas actividades que implican el rol que el mismo se encuentra llamado a 

desarrollar en el ámbito de las relaciones sociales, es decir, la actividad legislativa 

entra a desempeñar un papel de fundamental importancia, en cuanto se presenta 

como herramienta vital para que el Estado pueda satisfacer la misión social que 

constituye su esencia, por mandato constitucional. 

Lo anterior comporta tanto para la concepción de los derechos de rango 

constitucional como los de rango legal, un auténtico cambio en la formulación de los 

mismos, que impone que no puedan estar circunscritos a simples e irrestrictos 

parámetros de libertad para los ciudadanos, o representar normas permisivas, bajo 

una postura en sentido negativo o abstencionista del Estado, en los términos 

verificados bajo una concepción liberal de aquél; sino que las normas y la actividad 

de producción normativa, pasan a ser materializadas en términos de imposición de 

derechos imprescindibles y vitales para la vida de los ciudadanos, con el 

correspondiente correlativo de los deberes impuestos al Estado en la tutela y en el 

alcance de los mismos. 

De esta manera, se configura una nueva manera de concebir la interpretación 

normativa, partiendo de la conciencia de la dimensión dentro de la cual el elemento 

normativo pasará a desempeñarse, esto es, dentro de un Estado de naturaleza social; 

y a su vez, de que el Estado detenta una serie de deberes ineludibles, que no quedan 

a su mero arbitrio o capacidad discrecional, sino que por el contrario, comportan un 

imperativo del más alto nivel, que debe encontrar reflejo y sustento en preceptos 

normativos en los que el Estado, se encuentre igualmente obligado al cumplimiento 

de la dimensión de su fin social. 
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No obstante ello, debe necesariamente dejar claro esta Sala, que la reformulación en 

la concepción de los derechos y de la concepción normativa a la que aquí se alude, 

no supone en modo alguno, un desconocimiento o menoscabo de los derechos de 

libertad de los ciudadanos, ya que el Estado Social „sigue siendo un Estado de 

derecho, esto es, un Estado garantista del individuo frente al poder y en el 

intercambio con los demás ciudadanos, pero es también un Estado Social, esto es un 

Estado comprometido con la promoción del bienestar de la sociedad y de manera 

muy especial con la de aquellos sectores más desfavorecidos de la misma.‟ (Pérez 

Royo, Javier: „Curso de Derecho Constitucional.‟ Editorial Marcial Pons. Madrid. 

2003. Pág. 202.) 

Por tal motivo, la concepción de los derechos y del orden jurídico en general, que se 

impone en razón de la concepción social del Estado, implica una articulación entre 

los derechos sociales, y por tanto de prestación positiva para el Estado, con los 

denominados derechos de libertad, para lograr una coexistencia armónica entre los 

mismos, en la cual los derechos de libertad pasan a ser regulados y canalizados por 

las normas, con la finalidad de armonizarlos y adecuarlos a la concepción de 

Estado, evitando la degeneración o distorsión de estos, para tornarse en 

instrumentos para el atropello, el abuso, y para la generación de asimetrías sociales, 

que en forma última comportan el desconocimiento y cercenamiento de otros 

derechos y libertades de la población, así como de los principios y valores estatuidos 

en el texto constitucional. 

En este contexto, los derechos relativos a las libertades económicas, se encuentran 

sujetos a una regulación que determina y canaliza su ejercicio en sociedad, en aras 

de garantizar una adecuada convivencia social y su articulación dentro del todo 

armónico que debe representar el Estado; encontrándose por ende sometidos a una 

serie de limitaciones para su adecuado ejercicio; limitaciones éstas que vienen 

impuestas y determinadas en la Constitución y las Leyes, y por razones de desarrollo 

humano y de interés social, lo que permite que el Estado posea un régimen de 

intervención en la economía, resultando ello del todo comprensible, bajo el 

entendido de que precisamente el conjunto de actividades de tal naturaleza, implican 

una de las principales formas a través de las cuáles éste alcanza su desarrollo y la 

consecución de sus fines. 

Ese régimen de intervención que posee el Estado, comprende lógicamente el 

desarrollo económico establecido en el artículo 299 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela, la promoción de la iniciativa privada mediante 

la cual se obliga al Estado en el artículo 112 eiusdem, garantizando la creación y 

justa distribución de la riqueza, así como la producción de bienes y servicios que 

satisfagan las necesidades de la población, la libertad de trabajo, la libertad de 

empresa, la libertad de comercio, la libertad de industria, sin perjuicio de su 

facultad para dictar medidas para planificar, racionalizar y regular la economía e 

impulsar el desarrollo integral del país, bajo el entendido de que en definitiva el 
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Estado, en su condición de principal garante del orden público, del interés general, 

de la paz y de la justicia, detenta una serie de deberes respecto de sus habitantes, 

concebidos como cuerpo social, con miras hacia la consecución de los altos fines 

que rigen y condicionan su existir, en función de la consolidación de una sociedad 

justa, próspera y digna. 

De esta manera, en el contexto del sistema económico bajo la concepción del Estado 

Social, el Estado debe no tan sólo intervenir en la dinámica económica para regular 

y fiscalizar las relaciones que tengan lugar en el seno de la misma, así como los 

derechos de los ciudadanos; sino también, se encuentra obligado a la creación de 

las condiciones y a la adopción de medidas de acción, que sean necesarias para 

establecer la vigencia de sus postulados, y configurar un nuevo orden en las 

relaciones económicas, que responda a los valores de igualdad, justicia, 

responsabilidad social, humanismo y dignidad, entre otros, que es en definitiva la 

finalidad de las normas contempladas en los artículos 2, 3, 112, 113, 114, 115, 117, 

299, 300 y 301 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

Precisamente en razón de ello, esta Sala observa que el propio artículo 112 

constitucional, establece los parámetros sobre los cuáles el Estado desempeña su 

actuación en relación con el derecho de la libertad económica, cuando de manera 

expresa señala que „El Estado promoverá la iniciativa privada, garantizando la 

creación y justa distribución de la riqueza, así como la producción de bienes y 

servicios que satisfagan las necesidades de la población, la libertad de trabajo, de 

empresa, de comercio, industria…‟. Esto además comporta, como también lo 

expresa el artículo en referencia, el que en base a la serie de factores recién 

mencionados, el Estado se encuentre en la capacidad de „…dictar medidas para 

planificar, racionalizar y regular la economía e impulsar el desarrollo integral del 

país.‟ 

De igual manera, también bajo esta óptica, el texto constitucional consagra la 

severa pena frente a la verificación de ilícitos económicos, de especulación, 

acaparamiento, usura, cartelización y otros delitos conexos, como expresamente lo 

indica el artículo 114 constitucional; así como también se indica de manera diáfana 

en la Ley Fundamental que „Todas las personas tendrán derecho a disponer de 

bienes y servicios de calidad, así como a una información adecuada y no engañosa 

sobre el contenido y características de los productos y servicios que consumen, a la 

libertad de elección y a un trato equitativo y digno. La ley establecerá los 

mecanismos necesarios para garantizar esos derechos, las normas de control de 

calidad y cantidad de bienes y servicios, los procedimientos de defensa del público 

consumidor, el resarcimiento de los daños ocasionados y las sanciones 

correspondientes por la violación de estos derechos‟ (Artículo 117)”. 
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En conclusión, evidencia esta Sala que el Decreto en cuestión cumple con los 

principios y normas contenidas en la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela, en tratados internacionales sobre derechos humanos válidamente 

suscritos y ratificados por la República, y en la Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción. 

En fuerza de las anteriores consideraciones, esta Sala Constitucional debe 

pronunciarse afirmativamente respecto de la constitucionalidad del Decreto n.° 

2.452, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela n.° 

6.256 Extraordinario del 13 de septiembre de 2016, mediante el cual se declara el 

Estado de Excepción y de la Emergencia Económica, en todo el territorio nacional, 

en la medida en que cumple los extremos de utilidad, proporcionalidad, 

tempestividad, adecuación, estricta necesidad para solventar la situación presentada y 

de completa sujeción a los requisitos constitucionales, dirigiéndose a adoptar las 

medidas oportunas que permitan atender eficazmente la situación excepcional, 

extraordinaria y coyuntural que afectan la vida económica de la Nación, de diversa 

índole, afectando el orden constitucional, la paz social, la seguridad de la Nación, las 

instituciones públicas y a los ciudadanos y ciudadanas, por lo cual se circunscribe a 

una de las diversas clasificaciones contempladas en el artículo 338 de la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela. 

Ello así, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, establece la 

constitucionalidad del Decreto N° 2.452 remitido, mediante el cual se decreta el 

Estado de Excepción y Emergencia Económica en todo el Territorio Nacional, dadas 

las circunstancias extraordinarias en el ámbito social, económico y político, que 

afectan el orden constitucional, la paz social, la seguridad de la Nación, las 

instituciones públicas y a los ciudadanos y ciudadanas habitantes de la República, a 

fin de que el Ejecutivo Nacional adopte las medidas urgentes, contundentes, 

excepcionales y necesarias, para asegurar a la población el disfrute pleno de sus 

derechos, preservar el orden interno, el acceso oportuno a bienes, servicios, 

alimentos, medicinas y otros productos esenciales para la vida, publicado en la 

Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela n.° 6.256 Extraordinario 

del 13 de septiembre de 2016, que deberá ser acatado y ejecutado por todo el Poder 

Público y la colectividad, conforme a sus previsiones y al resto del orden 

constitucional y jurídico en general, para alcanzar cabalmente sus cometidos. Así se 

decide.  

Asimismo, debe señalarse que el Decreto n.° 2.452, dictado por el Presidente de la 

República Bolivariana de Venezuela, mediante el cual se declara el Estado de 

Excepción y de la Emergencia Económica, publicado en la Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela n.° 6.256 Extraordinario del 13 de septiembre 

de 2016, entró en vigencia desde que fue dictado y su legitimidad, validez, vigencia y 

eficacia jurídico-constitucional se mantiene incólume, conforme a lo previsto en el 

Texto Fundamental (sobre las consecuencias del control jurídico y el control político, 
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así como de otros temas vinculados al presente asunto, ver sentencias dictadas por 

esta Sala bajo los nros. 7 del 11 de febrero de 2016; 9 del 1 de marzo de 2016 y 808 

del 2 de septiembre de 2016). Este pronunciamiento no prejuzga sobre la 

constitucionalidad de las actuaciones que se desplieguen en el contexto del decreto sub 

examine (vid. Sentencia n° 184 del 17 de marzo de 2016, entre otras). 

Finalmente, esta Sala reitera que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 334 

y 335 de la Constitución, le corresponde garantizar la supremacía y efectividad de las 

normas y principios fundamentales, en su condición de máxima y última intérprete de 

la Constitución. En consecuencia, sus decisiones sobre dichas normas y principios son 

estrictamente vinculantes en función de asegurar la protección y efectiva vigencia de la 

Carta Fundamental. 

En tal sentido, resulta oportuno reiterar lo asentado por esta Sala en la sentencia N° 

808 del 02 de septiembre de 2016, en la que se expresó lo siguiente: 

“Lo anterior no significa que se esté haciendo nugatorio o impidiendo el ejercicio de 

las competencias y atribuciones que detenta la Asamblea Nacional, sino que las 

mismas deben ser ejercidas dentro del marco del ordenamiento constitucional, lo 

cual significa, en relación al caso que nos ocupa, que la Asamblea Nacional asuma 

una conducta acorde con los principios y valores constitucionales y democráticos, y 

proceda ajustada a derecho, cumpliendo las decisiones judiciales emanadas de los 

distintos órganos jurisdiccionales del país, y en el presente caso, con las decisiones 

emanadas de la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, suspendiendo 

temporalmente la incorporación de los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron 

Ygarza y Romel Guzamana como diputados de dicha Asamblea Nacional y, por 

tanto, de los actos que a la misma le competen, y ejercer sin tales ciudadanos sus 

competencias y atribuciones, como en efecto lo vino realizando la Asamblea 

Nacional durante un tiempo, hasta que en fecha 28 de julio del año en curso, 

procedió nuevamente a la inconstitucional y nula incorporación de los 

prenombrados ciudadanos, como diputados de la misma. 

Por último, debe mencionar esta Sala que tal conducta desplegada por la mayoría 

parlamentaria de la Asamblea Nacional, en contravención al ordenamiento 

constitucional y en contumacia a las decisiones emanadas por los órganos 

jurisdiccionales del país, desafortunadamente ha sido una constante y característica 

manera de proceder de la mayoría parlamentaria, lo cual ha sido puesto de 

manifiesto en diversas decisiones, en las que se encuentran la sentencia n.° 614 del 

19 de julio de 2016, emanada de esta Sala, en la que se dispuso: 

„Así pues, es evidente que la segunda agenda del orden del día sufrió una 

modificación en la cual se incorporó de forma extemporánea como punto n.°1 la 

Presentación del Informe de la Comisión Especial para el Rescate de la 

Institucionalidad del Tribunal Supremo de Justicia, sustituyendo el punto n.° 3 de la 

primera convocatoria, en el que se propuso debatir sobre la Segunda discusión del 
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Proyecto de Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica de la Contraloría General 

de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal. 

Ello demuestra de forma incontrovertible la flagrante violación por parte de la 

Junta Directiva y de la Secretaría de la Asamblea Nacional, así como también por 

parte de los diputados que respaldaron a través de sus votos semejante afrenta al 

orden constitucional y a la sentencia de esta Sala Nº 269 que, como se advirtió, 

estableció “que la orden del día una vez incluida en el sistema automatizado no 

admitirá modificación, en aras de preservar la seguridad jurídica como principio 

que debe imperar en el ejercicio de la función legislativa. En consecuencia, se 

suspende de oficio, hasta tanto se decida el fondo del presente recurso, el numeral 6 

del artículo antes indicado, al colidir con lo antes establecido‟. 

En razón de ello, es deber de esta Sala anular la convocatoria y la sesión ordinaria 

de la Asamblea Nacional del 14 de julio de 2016, junto a los actos producidos en 

ella, y ordenar a la Junta Directiva, al resto de diputados incursos en las 

irregularidades señaladas en esta sentencia y, en fin, a esa institución en general, 

que respete cabalmente el orden dispuesto en la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela, cuya vigencia y eficacia, ante estos actos que constituyen 

en definitiva evidentes desviaciones de poder y fraudes constitucionales, será 

protegida de manera irrestricta por este Máximo Tribunal de la República, en tutela 

del Pueblo venezolano y de los intereses de la Nación. Así se decide. 

Finalmente, en razón de la posible comisión de delitos contra los Poderes 

Nacionales y contra la Administración de Justicia, entre otros bienes jurídicos 

tutelados y otras formas de responsabilidad jurídica, se ordena remitir copia 

certificada de esta sentencia al Ministerio Público, a los fines jurídicos 

consiguientes. Así se decide.‟ 

Asimismo, resulta oportuno señalar la sentencia n.° 460 del 9 de junio de 2016, en 

la que esta Sala señaló lo siguiente: 

“…No obstante el anterior pronunciamiento, esta Sala Constitucional no puede 

dejar de advertir que, para sancionar la Ley Especial para Atender la Crisis 

Nacional de Salud, la Asamblea Nacional, una vez más, obvió el cumplimiento de 

los parámetros exigidos en el procedimiento de formación de leyes, especialmente, 

los previstos en su Reglamento Interior y de Debates, a la luz de lo señalado en la 

sentencia n° 269, dictada por esta Sala el 21 de abril de 2016, en la cual acordó: 

“(…) que el informe sobre el impacto e incidencia presupuestaria y económica, o en 

todo caso, el informe de la Dirección de Asesoría Económica y Financiera de la 

Asamblea Nacional que debe acompañar a todo proyecto de ley, a que se refiere el 

numeral 3 del artículo 103 del Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea 

Nacional, son requisitos esenciales y obligatorios sin los cuales no se puede discutir 

un proyecto de ley, y que los mismos, en previsión de los artículos 208, 311, 312, 

313 y 314 de la Constitución, deben consultarse con carácter obligatorio por la 
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Asamblea Nacional –a través de su Directiva- al Ejecutivo Nacional- por vía del 

Vicepresidente Ejecutivo- a los fines de determinar su viabilidad económica, aun los 

sancionados para la fecha de publicación del presente fallo, en aras de preservar 

los principios de eficiencia, solvencia, transparencia, responsabilidad y equilibrio 

fiscal del régimen fiscal de la República, tomando en consideración las limitaciones 

financieras del país, el nivel prudente del tamaño de la economía y la condición de 

excepcionalidad económica decretada por el Ejecutivo Nacional (…)”. Esta 

exigencia fue ratificada por la Sala en su fallo número 327 de fecha 28 de abril de 

2016, para motivar la nulidad parcial de la Ley de Bono para Alimentos y 

Medicinas a Pensionados y Jubilados. 

Así las cosas, la ley objeto del presente control preventivo de la constitucionalidad 

también incurre en vicios procedimentales que acarrean su declaratoria de 

inconstitucionalidad. Así se declara. 

(…) 

Con respecto a lo anterior, esta Sala advierte que el artículo 226 de la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el numeral 4 del 

artículo 236 eiusdem, dispone que el Presidente de la República es el Jefe del Estado 

y, en esa condición, le corresponde dirigir las relaciones exteriores de la República, 

conforme a los principios que establece el Texto Fundamental, en los términos 

siguientes: 

„Artículo 226. El Presidente o Presidenta de la República es el Jefe o Jefa del 

Estado y del Ejecutivo Nacional, en cuya condición dirige la acción del Gobierno‟. 

„Artículo 236. Son atribuciones y obligaciones del Presidente o Presidenta de la 

República: 

(…) 

4. Dirigir las relaciones exteriores de la República y celebrar y ratificar los 

tratados, convenios o acuerdos internacionales‟. 

Así las cosas, el Texto Constitucional es claro al señalar que al Presidente de la 

República, como Jefe del Estado, le corresponde dirigir las relaciones exteriores de 

la República. En ese mismo sentido, esta Sala, en sentencia N° 967/2012, caso Pedro 

Pereira Riera e Inés Parra Wallis, al determinar el contenido y alcance del artículo 

153 de la Constitución, estableció lo siguiente: 

„Ahora bien, un enfoque literal y sistemático del ordenamiento constitucional en la 

materia, como el expuesto supra, es consolidado por una perspectiva interpretativa 

de naturaleza pragmática y teleológica, vinculada a la naturaleza de las relaciones 

internacionales, conforme al cual, las mismas si bien deben responder a los 

elementos sustantivos antes señalados y al cumplimiento de las formalidades 

correspondientes (vgr. Artículo 187.18 de la Constitución), no pueden limitarse de 
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forma tal que nieguen -o vacíen de contenido- el carácter particularmente 

discrecional que le atribuye el propio Texto Fundamental, a la atribución del 

Presidente de la República para dirigir las relaciones exteriores de la República y 

celebrar y ratificar los tratados, convenios o acuerdos internacionales, en los 

precisos términos del artículo 236.4 eiusdem. 

(Omissis) 

Por ello, en su labor jurisdiccional la Sala, no puede asumir una interpretación que 

comporte un desconocimiento de las consecuencias de adoptar un criterio restrictivo 

de las instituciones constitucionales, que limiten injustificadamente el desarrollo 

normativo y la actividad que se produce en ejecución de aquélla, especialmente en 

materia de relaciones internacionales, en la cual la realidad que se pretende regular 

es esencialmente de naturaleza mutable, lo que en consecuencia exige una mayor 

amplitud en la concepción de los principios que ordenan el ordenamiento jurídico. 

(…) 

En atención a ello, se advierte que el Presidente de la República asume en esta 

materia, asuntos de particular trascendencia política, vale decir la decisión estatal 

que comporta una determinación general o manifestación directa o indirecta de la 

soberanía del Estado en relación a otros Estados u organismos internacionales. La 

discrecionalidad propia de las competencias que asume, se enmarcan en lo que la 

doctrina ha denominado funciones como de Jefe de Estado, y esa característica es 

una manifestación necesaria de la naturaleza eminentemente política de su función, 

que implica un acto de soberanía frente a los demás Estados y organismos 

internacionales con los cuales la República Bolivariana de Venezuela mantiene 

relaciones -Vid. Sentencias de esta Sala Nros. 1.815/2004, 1.117/2006 y 1.115/10; 

MARIENHOFF M. Tratado de derecho Administrativo. 1965. Editorial Abeledo 

Perrot. Tomo II. p. 685-754-. 

No es posible asumir entonces, una interpretación que pretenda regular -y anular- 

una función eminentemente política, signada por circunstancias de oportunidad y 

conveniencia, en orden a garantizar el contenido de los artículos 3 y 152 eiusdem, 

que termine por afirmar por ejemplo, la derogatoria del ordenamiento jurídico 

preexistente por parte de las normas internacionales, ya que en ese supuesto la 

incidencia de la denuncia de un tratado internacional, no se concretaría en el 

ordenamiento jurídico interno o al menos sería ineficaz, lo que podría generar o 

perpetuar el perjuicio que de forma soberana se pretende evitar al terminar con un 

tratado o convenio internacional‟. 

En efecto, la dirección de las relaciones internacionales forma parte de las materias 

reservadas a la competencia exclusiva del Presidente de la República. Ellas 

comprenden, entre otras: procurar la soberanía y la integridad del territorio 

nacional, la defensa de la República, la cooperación internacional, celebrar y 

ratificar tratados, convenios o acuerdos internacionales y designar a los jefes de 
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misiones diplomáticas. Ello así, para procurar hacer al Estado una unidad efectiva 

de decisión y de influencia frente a otros estados (GARCÍA PELAYO, “Derecho 

Constitucional Comparado”. Madrid. Alianza. “2000. Pág. 19). 

Considera esta Sala importante indicar, que la Exposición de Motivos de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, refiriéndose en particular a 

la Sección Quinta, intitulada „De las Relaciones Internacionales”; del Capítulo I, “ 

De las Disposiciones Fundamentales,‟ señala que: 

„En la Constitución las relaciones internacionales de la República responden a los 

fines del Estado en el ejercicio de la soberanía y de los intereses del pueblo. En esta 

sección se establecen los principios de independencia, igualdad entre los estados, 

libre determinación y no intervención, solución pacífica de los conflictos 

internacionales, cooperación, respeto de los derechos humanos, solidaridad entre 

los pueblos. Además de la defensa de estos principios, la Constitución impone a la 

República la práctica democrática en la participación y toma de decisiones en el 

seno de organismos e instituciones internacionales. 

Se promueve la integración latinoamericana y caribeña, la cual adquiere carácter 

constitucional en la búsqueda de la creación de una Comunidad de Naciones. A tales 

fines; se permite la suscripción y ratificación de tratados internacionales, bilaterales 

o multilaterales, en el marco de procesos de integración que tengan carácter 

supranacional. Como consecuencia de ello, las decisiones que adopten los órganos 

supranacionales que surjan de los procesos de integración, son de aplicación directa 

e inmediata en Venezuela‟. 

Congruente con lo señalado en su exposición de motivos, los artículos 152, 153, 154 

y 155 del Texto Fundamental disponen: 

“Artículo 152. Las relaciones internacionales de la República responden a los fines 

del Estado en función del ejercicio de la soberanía y de los intereses del pueblo; 

ellas se rigen por los principios de independencia, igualdad entre los Estados, libre 

determinación y no intervención en sus asuntos internos, solución pacífica de los 

conflictos internacionales, cooperación, respeto a los derechos humanos y 

solidaridad entre los pueblos en la lucha por su emancipación y el bienestar de la 

humanidad. La República mantendrá la más firme y decidida defensa de estos 

principios y de la práctica democrática en todos los organismos e instituciones 

internacionales. 

Artículo 153. La República promoverá y favorecerá la integración latinoamericana 

y caribeña, en aras de avanzar hacia la creación de una comunidad de naciones, 

defendiendo los intereses económicos, sociales, culturales, políticos y ambientales de 

la región. La República podrá suscribir tratados internacionales que conjuguen y 

coordinen esfuerzos para promover el desarrollo común de nuestras naciones, y que 

garanticen el bienestar de los pueblos y la seguridad colectiva de sus habitantes. 

Para estos fines, la República podrá atribuir a organizaciones supranacionales, 
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mediante tratados, el ejercicio de las competencias necesarias para llevar a cabo 

estos procesos de integración. Dentro de las políticas de integración y unión con 

Latinoamérica y el Caribe, la República privilegiará relaciones con Iberoamérica, 

procurando sea una política común de toda nuestra América Latina. Las normas que 

se adopten en el marco de los acuerdos de integración serán consideradas parte 

integrante del ordenamiento legal vigente y de aplicación directa y preferente a la 

legislación interna. 

Artículo 154. Los tratados celebrados por la República deben ser aprobados por la 

Asamblea Nacional antes de su ratificación por el Presidente o Presidenta de la 

República, a excepción de aquellos mediante los cuales se trate de ejecutar o 

perfeccionar obligaciones preexistentes de la República, aplicar principios 

expresamente reconocidos por ella, ejecutar actos ordinarios en las relaciones 

internacionales o ejercer facultades que la ley atribuya expresamente al Ejecutivo 

Nacional. 

Artículo 155. En los tratados, convenios y acuerdos internacionales que la 

República celebre, se insertará una cláusula por la cual las partes se obliguen a 

resolver por las vías pacíficas reconocidas en el derecho internacional o 

previamente convenidas por ellas, si tal fuere el caso, las controversias que pudieren 

suscitarse entre las mismas con motivo de su interpretación o ejecución si no fuere 

improcedente y así lo permita el procedimiento que deba seguirse para su 

celebración. 

Así pues, de los preceptos constitucionales transcritos se aprecia claramente que uno 

de los pilares que sirven de fundamento a la refundación del Estado venezolano, lo 

constituyen unas relaciones internacionales más vigorosas, soberanas y de mayor 

protagonismo, en función de un mundo multipolar, donde las interacciones entre los 

Estados se establezcan de manera respetuosa e igualitaria. 

(…) 

Como ya se señaló, en principio, la discrecionalidad propia de las competencias que 

asume el Jefe de Estado, es una manifestación necesaria de la naturaleza 

eminentemente política de su función, que implica un acto de soberanía frente a los 

demás Estados y organismos internacionales con los cuales la República 

Bolivariana de Venezuela mantiene relaciones y, por tanto, el establecer regímenes 

jerárquicos o preferenciales por parte de la Asamblea Nacional, es una evidente 

usurpación de dichas competencias atribuidas al Presidente de la República 

conforme al numeral 4 del artículo 236 constitucional y, por otra parte, dicha 

discrecionalidad solo puede quedar vinculada en su amplia configuración al Texto 

Constitucional que, en este caso, determina que se deberán privilegiar las relaciones 

internacionales con los países iberoamericanos como política común para todos los 

países de Latinoamérica, conforme lo determina el artículo 153 eiusdem. 
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Como se desarrolló líneas arriba, las relaciones internacionales son cambiantes y 

dependen de factores internos de cada país y exógenos a ellos, por lo que la 

cooperación internacional debe establecerse de acuerdo a las razones de 

oportunidad y conveniencia para los altos intereses de la nación y no es papel del 

legislador petrificar en un ley las modalidades que ésta asume, de acuerdo a 

variables que mutan conforme a cómo se comportan los sujetos de derecho 

internacional; para ello debe asumirse un criterio diferenciado en el marco de una 

política que, en el caso de nuestro país, se encuentra en el Segundo Plan Socialista 

de Desarrollo Económico y Social 2013-2019 (Plan de la Patria), que establece 

como gran objetivo histórico “Contribuir al Desarrollo de Una Nueva Geopolítica 

Internacional en la cual tome cuerpo un mundo Multicéntrico y Pluripolar que 

permita lograr el Equilibrio del Universo y Garantizar la Paz Planetaria”. 

(…) 

Adicionalmente, esta Sala, no puede dejar de apreciar que resulta un hecho notorio, 

público y comunicacional, los evidentes esfuerzos que, el Ejecutivo Nacional, ha 

venido realizando a fin de resolver la situación de abastecimiento de medicamentos e 

insumos médicos. En este sentido, resalta la cooperación internacional recibida del 

Gobierno de la República Popular China consistente en “96 toneladas de 

medicamentos” según reseña el portal oficial del Ministerio del Poder Popular para 

Relaciones Exteriores, los cuales fueron adquiridos por el Gobierno Nacional 

mediante el convenio de cooperación integral con la República Popular China…”. 

Del mismo modo, más recientemente, mediante decisión n.° 797 del 19 de agosto de 

2016, esta Sala se vio en la necesidad de expresar lo siguiente: 

“No obstante ello, es público, notorio y comunicacional, según se evidencia de la 

página web de la Asamblea Nacional, que la Junta Directiva de la Asamblea 

Nacional ha tildado las medidas cautelares decretadas por esta Sala en la sentencia 

n° 269 del 21 de abril de 2016, como “absolutamente nulas”, en comunicado del 5 

de julio de 2016, que aparece en el siguiente enlace web 

(http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_1cce92be2c893e0f0

f266ac32f05e89d7ad28579.pdf), donde se lee, lo siguiente: 

La sentencia señalada de la Sala Constitucional infringe gravemente el orden 

constitucional y democrático y cercena el derecho a la defensa en juicio de la 

Asamblea Nacional, y lo hace en una decisión en la cual también amenaza con 

sancionar al Presidente de la Asamblea Nacional ante el supuesto incumplimiento 

de unas medidas cautelares absolutamente nulas, entre otras razones por haber sido 

ratificadas sin permitir a la Asamblea Nacional el ejercicio del derecho a la defensa 

frente a ellas por medio de una representación judicial propia (…). 

Desde su publicación la sentencia n° 269, ha sido objeto de pronunciamientos por 

los Diputados que conforman en este momento la mayoría parlamentaria, y en 

especial de su Presidente, ciudadano Henry Ramos Allup, donde se evidencia, su 

http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_1cce92be2c893e0f0f266ac32f05e89d7ad28579.pdf
http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_1cce92be2c893e0f0f266ac32f05e89d7ad28579.pdf
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posición contraria al cumplimiento de las órdenes contenidas en la misma, que 

conforme a la potestad de tutela judicial efectiva, buscan lograr el equilibrio y el 

mantenimiento del orden democrático en el órgano legislativo nacional. Así, se 

observan las declaraciones en las siguientes páginas: (http://www.el-

nacional.com/politica/Alfonso_Marquina-Parlamento-TSJ- 

sentencia_0_836316655.html); (http://www.lapatilla.com/site/2016/05/03/ramos-

allup-no-acataremos-ninguna-sentencia-del-tsj-que-viole-la-constitucion/). 

En efecto, se lee en la reseña aparecida el día 28 de abril de 2016, en la página 

web http://www.unbombazo.com/2016/04/28/cinicos-del-tsj-ramos-allup-no-

acataremos-recurso-5-anos/, lo siguiente: 

“(…) El presidente de la Asamblea Nacional, Henry Ramos Allup, aseguró este 

jueves 28 de abril que no acatarán la sentencia de la Sala Constitucional del 

Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) sobre el Reglamento de Interior y de Debate del 

Parlamento luego de una petición hecha en 2011 por representantes de la oposición 

cuando el oficialismo era mayoría en el Parlamento. 

Parte de lo establecido en la sentencia indica que las sesiones y el orden del día 

deberán ser dadas a conocer 48 horas antes como mínimo. La decisión ha sido 

cuestionada por el actual parlamento por considerarla a destiempo y de carácter 

política. 

„El Reglamento de interior y de debate fue modificado por la decisión 

inconstitucional de la Sala Constitucional por inconstitucional reavivando un 

recurso que tenía cinco años en la nevera constitucional y nunca modificaron ese 

reglamento para no afectar el ejercicio de la Asamblea Nacional que ustedes 

controlaban, pero en síntesis y en definitiva esta Asamblea Nacional va a aplicar 

estrictamente la Constitución, no vamos a acatar ninguna decisión de la Sala 

Constitucional que sea contraria a la Constitución o que viole la norma elemental‟ 

(…)”. (Resaltado de este fallo). 

Se observa entonces, que se denunció que los miembros de la Junta Directiva de la 

Asamblea Nacional, en primer lugar, convocaron las referidas sesiones sin atender 

el lapso previo de cuarenta y ocho (48) horas antes, establecido por esta Sala 

Constitucional en la sentencia citada supra, al interpretar el artículo 57 del 

Reglamento de Interior y de Debates de la Asamblea Nacional. 

Asimismo, se denunció que los días 28 de abril, 03 y 05 de mayo de 2016 hicieron 

cambios sobrevenidos al contenido del orden del día, incurriendo nuevamente en 

flagrante incumplimiento de la sentencia n° 269 del 21 de abril de 2016, y por ende, 

en quebrantamiento del orden constitucional que debe privar en las instituciones 

democráticas de la República Bolivariana de Venezuela. Circunstancias estas que 

hacen necesaria la utilización de la potestad cautelar de esta Sala, sin que esto 

constituya adelanto sobre el fondo del asunto sometido en el recurso principal, esta 

Sala en aras de preservar los derechos a la tutela judicial efectiva, al debido 

http://www.el-nacional.com/politica/Alfonso_Marquina-Parlamento-TSJ-%20sentencia_0_836316655.html
http://www.el-nacional.com/politica/Alfonso_Marquina-Parlamento-TSJ-%20sentencia_0_836316655.html
http://www.el-nacional.com/politica/Alfonso_Marquina-Parlamento-TSJ-%20sentencia_0_836316655.html
http://www.lapatilla.com/site/2016/05/03/ramos-allup-no-acataremos-ninguna-sentencia-del-tsj-que-viole-la-constitucion/
http://www.lapatilla.com/site/2016/05/03/ramos-allup-no-acataremos-ninguna-sentencia-del-tsj-que-viole-la-constitucion/
http://www.unbombazo.com/2016/04/28/cinicos-del-tsj-ramos-allup-no-acataremos-recurso-5-anos/
http://www.unbombazo.com/2016/04/28/cinicos-del-tsj-ramos-allup-no-acataremos-recurso-5-anos/
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proceso, a la defensa y los principios de seguridad jurídica y postulados de orden 

constitucional atinentes al equilibrio en las instituciones que conforman el Poder 

Público Nacional para la preservación del orden democrático, atendiendo a la 

presunta violación de lo dispuesto en la sentencia de esta Sala Constitucional Nº 

269, antes mencionada, por parte de la Junta Directiva y de la Secretaría de la 

Asamblea Nacional, así como también por parte de los diputados que conforman la 

mayoría parlamentaria, quienes respaldaron a través de sus votos las decisiones 

tomadas en las sesiones celebradas los días 26 y 28 de abril, y 03, 05, 10, 12 y 17 de 

mayo de 2016, acuerda amparo cautelar solicitado por los actores, y, en 

consecuencia, se suspenden los efectos de las sesiones celebradas los días 26 y 28 

de abril, y 03, 05, 10, 12 y 17 de mayo de 2016, junto a los actos producidos en 

ellas; así como también, ordena de manera cautelar a la Asamblea Nacional, a 

través de su Presidente, en atención a lo dispuesto en el artículo 26, 49, y 257 

constitucional, que remita la documentación donde evidencie el cumplimiento de las 

medidas cautelares decretadas en el fallo n° 269 del 21 de abril de 2016, en lo 

relativo a la convocatoria de la sesiones antes señaladas y el orden del día fijado 

para cada una de ellas, con la advertencia de que dicho mandamiento debe ser 

acatado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia. Así se decide.” (Destacado de este fallo). 

Finalmente, debe concluirse que tales actos constituyen muestras claras de 

desviación de poder, como lo advirtió esta Sala en sentencia n.° 259 del 31 de marzo 

de 2016, en la que señaló lo siguiente: 

“…evidencia la Sala que los actos legislativos que pueden interferir con las acciones 

del Ejecutivo Nacional durante la vigencia de un Estado de Emergencia Económica 

válidamente declarado, pueden hacer nugatorias intencionalmente las funciones del 

Ejecutivo Nacional, evidenciándose una desviación de poder, en los términos que se 

justifican en el presente fallo”. 

En tal sentido, este Máximo Tribunal de la República debe advertir que la 

participación o intervención directa o indirecta en las actuaciones desplegadas por 

la mayoría parlamentaria de la Asamblea Nacional, en contravención al 

ordenamiento constitucional y en contumacia a las decisiones emanadas por los 

órganos jurisdiccionales del país, generará las correspondientes responsabilidades y 

sanciones constitucionales, penales, civiles, administrativas, disciplinarias, éticas, 

políticas y sociales en general necesarias para salvaguardar la eficacia del Texto 

Fundamental que se ha dado democráticamente el pueblo venezolano, a través del 

proceso constituyente, para procurar su convivencia pacífica y promover su 

bienestar”. 

Por último, se ordena la publicación de la presente decisión en la Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela, en la Gaceta Judicial y en la página webde este 

Tribunal Supremo de Justicia. 
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Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/septiembre/190408-810-21916-2016-16-0897.HTML. 

21 de septiembre de 2015 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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